Aspectos esenciales que deben quedar recogidos en la Ley de Deuda

(borrador para la discusión)

1. Sobre los principios

i. Corresponsabilidad: la Ley debe recoger explícitamente el principio de corresponsabilidad entre acreedores y deudores como punto de partida desde el cual entender el tratamiento de la deuda externa. 
ii. Condicionalidad: la única condicionalidad admisible en el tratamiento de la deuda es la vinculación de los recursos liberados a la reducción de la pobreza y las desigualdades (logro de los ODM) en los países deudores. No resulta admisible condicionar las cancelaciones a la aplicación de determinadas medidas de política económica decididas por las Instituciones Financieras Internacionales.
2. Sobre los procesos para la gestión de la deuda

i. Planificación: La Ley debe garantizar el establecimiento de una política de gestión de la deuda externa planificada, explícita y previsible, que asegure las previsiones financieras que sean necesarias y sea coherente con la planificación de la cooperación española. Facilitaría esta planificación la inclusión de las previsiones de operaciones de deuda tanto en los PACI como en los Planes de Estrategia País o Planes Sectoriales.
ii. Transparencia informativa: tanto la planificación como las ejecuciones en materia de deuda externa (condonaciones, conversiones y cobros de deuda, así como concesión de créditos concesionales o comerciales y las operaciones con cargo a CESCE) deben ser públicas, facilitándose información detallada al respecto a través de internet y otros medios. Se debe prever la elaboración de un Informe Público Anual sobre la gestión de la deuda, que sea discutido en el Congreso de los Diputados y el Consejo de Cooperación. 
iii. Participación social: la Ley debe prever mecanismos específicos de participación ciudadana tanto del Norte como del Sur en la política de gestión de la deuda externa, a través del Consejo de Cooperación, el Parlamento y la otras vías como la formación de comisiones en las que organizaciones de la sociedad civil estén incluidas.
3. Sobre el tratamiento de la deuda externa

i. Cancelación de la deuda: la Ley de Deuda debe establecer medidas iniciales de condonación, como muestra de la voluntad del Estado español. Esta medida debería alcanzar a todos los países que en este momento necesitan la condonación de sus deudas para poder financiar el logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (un total de 62 a nivel internacional, según diversas estimaciones). A nivel nacional se solicita la condonación del total de la deuda de 37 deudores (PPAE, África Subsahariana y Países Menos Adelantados).
La ley debe contemplar claramente la posibilidad de que el Estado Español pueda en ciertos casos decidir la condonación de la deuda que considere necesario en plazos más rápidos a los establecidos a nivel internacional (Club de París, IFIs)
ii. Evaluación y auditorías: como aplicación inmediata del principio de corresponsabilidad, se debe impulsar el establecimiento de evaluaciones y auditorías sobre los créditos FAD y las operaciones aseguradas por CESCE, de manera que se permita dar seguimiento al origen de la deuda y el uso de los recursos. 
iii. Sistema internacional: de manera adicional al tratamiento bilateral de la deuda externa por parte del Estado español, la Ley debe incluir un mandato para que el Gobierno español diseñe e implemente una estrategia activa en el ámbito internacional. En particular, España debe impulsar un tratamiento eficaz y profundo de la deuda de los países de renta media, así como respaldar la puesta en marcha de un Tribunal de Arbitraje Justo y Transparente, que garantice una participación equilibrada de acreedores y deudores.
iv. Nuevo endeudamiento: para evitar la reproducción de nuevas crisis de endeudamiento, la Ley debe promover una revisión y reformulación de los mecanismos de generación de nueva deuda, pudiéndose establecer límites sectoriales y geográficos a la concesión de nuevos créditos y/o la utilización de cláusulas de salvaguarda en que los préstamos se conviertan en donaciones en casos de inestabilidad económica y/o financiera o catástrofes naturales.
v. Adicionalidad: se debe evitar que un incremento en las operaciones relacionadas con la deuda externa supongan una reducción o estancamiento del resto de partidas de AOD, por lo cual la Ley debe establecer que estas operaciones sean adicionales a los compromisos de AOD previamente adquiridos por España con cada país deudor.  
